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TEST N.º 3 
 
 
1.- Montesquieu establece en su obra “El espíritu de las leyes” la teoría clásica de la 

división de poderes, afirmando que son tres: ejecutivo, legislativo y judicial. Indique 
cuál de ellos se define como tal poder en el Título VI de la Constitución española de 
1978: 
a) Poder judicial. 
b) Poder legislativo. 
c) Poder ejecutivo. 
d) Poder legislativo y judicial. 

 
2.- La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General establece en 

sus artículos segundo y tercero en relación con el derecho de sufragio lo siguiente: 
a) Para su ejercicio es indispensable no tener antecedentes penales. 
b) Carecen de este derecho aquellos quienes hayan sido condenados por sentencia judicial 

firme a la pena principal o accesoria de privación del derecho de sufragio si la pena 
excede de 5 años. 

c) En el caso de elecciones municipales, excluidas las elecciones a Juntas Generales y 
Cabildos Insulares, es indispensable para su ejercicio figurar inscrito en el Censo de 
Españoles Residentes en España. 

d) Toda persona podrá ejercer su derecho de sufragio activo, consciente, libre y 
voluntariamente, cualquiera que sea su forma de comunicarlo y con los medios de apoyo 
que requiera. 
 

3.- Indique cuál de las siguientes características NO se corresponde con el articulado de 
la Constitución de la República Española de 9 de diciembre de 1931: 
a) Salvo lo que se disponga en leyes especiales, a nadie se le podrá exigir el conocimiento 

ni el uso de ninguna lengua regional. 
b) España es una República democrática de trabajadores de toda clase, que se organiza 

en régimen de Libertad y de Justicia. 
c) Los poderes de todos sus órganos emanan del pueblo. 
d) La República constituye un Estado independiente, compatible con la autonomía de los 

Municipios y las Autonomías.  
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4.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 167 de la Constitución española de 1978, 

los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados: 
a) Por una mayoría de dos tercios de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo 

entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de Diputados 
del Congreso, que presentará un texto que será votado por el mismo. 

b) Por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo 
entre ambas, el Congreso de los Diputados, por una mayoría de tres quintos podrá 
validarlo.  

c) Por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo 
entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de 
composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será 
votado por el Congreso y el Senado. 

d) Por una mayoría de dos tercios de cada una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo 
entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de 
composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será 
votado por el Congreso y el Senado. 
 

5.- Según lo dispuesto en el artículo 10.2 de la Constitución Española de 1978, las 
normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretarán: 
a) De conformidad con la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo. 
b) De conformidad con lo dispuesto por el Poder Judicial. 
c) De conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 

acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. 
d) De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Constitucional. 

 
6.- El presidente del Congreso refrendará los actos del Rey según lo establecido en la 

Constitución española de 1978 en el siguiente supuesto:  
a) Nombramiento y separación de los miembros del Gobierno, a propuesta de su 

Presidente. 
b) Convocatoria de un referéndum en los casos establecidos en la propia Constitución. 
c) Cuando se trate de expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros. 
d) Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, 

ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas 
Cámaras y convocará nuevas elecciones. 
 

7.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución española de 
1978, las Cámaras se reunirán anualmente: 
a) En dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, y el 

segundo, de febrero a junio. 
b) En dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a enero, y el 

segundo, de febrero a junio. 
c) En un periodo ordinario de sesiones: de septiembre a mayo. 
d) En un período ordinario de sesiones: de septiembre a junio. 
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8.- De conformidad con lo establecido en el artículo 112 de la Constitución española de 

1978, en la cuestión de confianza, la confianza se entenderá otorgada cuando vote a 
favor de la misma:  
a) La mayoría simple de los Diputados. 
b) La mayoría absoluta de los Diputados. 
c) La mayoría absoluta del Congreso y del Senado. 
d) La mayoría simple del Congreso y el Senado.  

 
9.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 5/2016, de 19 de enero, 

del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid, la 
Comisión Jurídica Asesora estará compuesta por:  
a) El presidente y los letrados vocales en número no inferior a ocho ni superior a doce. 
b) El presidente y los letrados vocales en número no inferior a seis ni superior a diez. 
c) El presidente y los letrados vocales en número no inferior a tres ni superior a ocho. 
d) El presidente y los letrados vocales en número no inferior a cinco ni superior a diez. 

 
10.- El artículo catorce de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el 

Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, indica que el Consejo Fiscal podrá funcionar 
en Pleno y en Comisión Permanente y sus acuerdos se adoptarán por:  
a) Mayoría de dos tercios de sus miembros. 
b) Mayoría de tres quintos de sus miembros. 
c) Mayoría simple, siendo dirimente, en caso de empate, el voto de su Presidente. 
d) Mayoría absoluta. 

 
11.- El artículo setenta y cinco ter de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, señala que para iniciar la tramitación de los conflictos en defensa de 
la autonomía local será necesario el acuerdo del órgano plenario de las 
Corporaciones locales con el voto favorable de: 
a) La mayoría de tres quintos del número legal de miembros de las mismas. 
b) La mayoría absoluta del número legal de miembros de las mismas. 
c) La mayoría simple del número legal de miembros de las mismas. 
d) La mayoría de dos tercios del número legal de miembros de las mismas. 

 
12.- El artículo 5 de la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la 

Comunidad de Madrid, en relación al Municipio, establece que son elementos del 
municipio: 
a) El territorio, la administración y la organización. 
b) El territorio, la población y la estructura. 
c) El ámbito territorial, el censo y la organización. 
d) El territorio, la población y la organización. 
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13.- El artículo 64.1 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía 

de la Comunidad de Madrid, en relación a la reforma del Estatuto, indica que la 
propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de la Asamblea por 
mayoría de: 
a) Dos tercios y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley orgánica. 
b) Dos tercios y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley ordinaria. 
c) Tres quintos y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley orgánica. 
d) Tres quintos y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley ordinaria. 

 
14.- Conforme a lo establecido en el artículo 10 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de 

febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, en relación a la 
Asamblea de Madrid, señale la respuesta correcta: 
a) La circunscripción electoral es el municipio. 
b) Para la distribución de escaños sólo serán tenidas en cuenta las listas que hubieran 

obtenido, al menos, el 5 por 100 de los sufragios válidamente emitidos. 
c) La sesión constitutiva de la Asamblea tendrá lugar dentro de los cuarenta días siguientes 

a la proclamación de los resultados electorales. 
d) Las elecciones tendrán lugar el tercer domingo de mayo de cada cuatro años, en los 

términos previstos en la Ley Ordinaria que regule el Régimen Electoral General. 
 

15.- Conforme a lo establecido en el artículo 19 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del 
Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, el Consejo de Gobierno está 
integrado por:  
a) El Presidente y los Consejeros por él designados, de entre los cuales podrá nombrar, si 

así lo considerase oportuno, uno o varios Vicepresidentes, que deberán ser Diputados 
de la Asamblea. 

b) El Presidente y los Consejeros por él designados, de entre los cuales podrá nombrar, 
en todo caso, un Vicepresidente, que no deberá ser Diputado de la Asamblea. 

c) El Presidente y los Consejeros por él designados, de entre los cuales podrá nombrar, si 
así lo considerase oportuno, uno o varios Vicepresidentes, que no deberán ser 
Diputados de la Asamblea. 

d) El Presidente y los Consejeros por él designados.  En el caso de que se designaran uno 
o varios Vicepresidentes, deberán ser nombrados a propuesta de la Asamblea. 
 

16.- Conforme a lo establecido en el Capítulo IV del Título I de la Ley 3/2016, de 22 de julio, 
de protección, igualdad efectiva y no discriminación de las personas LGTBI de la 
Comunidad de Madrid, indique cuál de las siguientes respuestas corresponde a 
medidas de actuación en el ámbito de la Administración: 
a) Formación y sensibilización. 
b) Orden público y privación de libertad. 
c) Seguridad. 
d) Medidas de seguimiento. 
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17.- Indique cuál de las siguientes afirmaciones refleja correctamente una novedad 

introducida por el Tratado de Lisboa:   
a) La desaparición de la personalidad jurídica internacional de la Unión Europea. 
b) La atribución de personalidad jurídica única a la Unión Europea. 
c) La supresión del Banco Central Europeo. 
d) La eliminación de la ciudadanía europea. 

 
18.- Señale cuál de las siguientes competencias NO corresponde al Consejo de la Unión 

Europea: 
a) Coordinar las políticas económicas generales. 
b) Ejercer funciones presupuestarias junto al Parlamento. 
c) Definir la orientación política general de la Unión. 
d) Celebrar acuerdos internacionales. 

 
19.- El recurso prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea puede versar 

sobre: 
a) Únicamente interpretación de los Tratados. 
b) Interpretación y validez de actos adoptados por las instituciones. 
c) Solo conflictos entre Estados miembros. 
d) Exclusivamente cuestiones de competencia presupuestaria. 

 
20.- Señale la mayoría que se exige como regla general en el Consejo Europeo para la 

adopción de actos mediante mayoría cualificada tras el sistema ordinario introducido 
por Lisboa: 
a) Unanimidad de los Estados miembros. 
b) 55 % de Estados miembros que representen al menos el 65 % de la población. 
c) Dos tercios de Estados miembros y 50 % de la población. 
d) Mayoría simple de Estados miembros. 

 
21.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Tratado de Funcionamiento de 

la Unión Europea, indique cuál de los siguientes supuestos constituye una excepción 
legítima a la libre circulación de mercancías: 
a) Protección del comercio nacional. 
b) Incremento de la recaudación pública. 
c) Protección de la salud. 
d) Favorecer a productores locales. 

 
22.- Indique cuál de las siguientes limitaciones al acceso al empleo público por 

nacionales de otros Estados miembros es compatible con el Derecho de la Unión: 
a) Exclusión de cualquier puesto en la Administración. 
b) Exclusión únicamente de empleos que impliquen ejercicio directo o indirecto del poder 

público. 
c) Exclusión de empleos de duración indefinida. 
d) Exclusión de empleos con funciones técnicas especializadas. 
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23.- Señale qué institución define los principios y orientaciones generales de la Política 

Exterior y de Seguridad Común (PESC): 
a) La Comisión Europea. 
b) El Parlamento Europeo. 
c) El Consejo Europeo. 
d) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

 
24.- Indique cuál de los siguientes es uno de los pilares de la Estrategia Europea 2030: 

a) Proyecto ERASMUS. 
b) Pacto Moneda Única. 
c) Pacto Verde Europeo. 
d) Red de Turismo Ecológico Europeo. 

 
25.- El presupuesto de la UE comprende: 

a) Todos los ingresos y gastos de la Unión excepto los relativos al Fondo Europeo de 
Desarrollo (FED) y a los organismos establecidos por la Unión Europea que tienen 
personalidad jurídica. 

b) Todos los ingresos y gastos de la Unión excepto los relativos a los organismos 
establecidos por la Unión Europea que tienen personalidad jurídica. 

c) Todos los ingresos y gastos de la Unión excepto los relativos a los organismos 
establecidos por la Unión Europea sin personalidad jurídica. 

d) Todos los ingresos y gastos de la Unión sin excepción. 

 
26.- Indique qué manifestación de autotutela administrativa permite a la Administración 

ejecutar forzosamente sus actos sin intervención judicial previa: 
a) Autotutela declarativa. 
b) Autotutela cautelar. 
c) Autotutela ejecutiva. 
d) Autotutela normativa. 

 
27.- Señale cuál es el principal mecanismo formal que permite controlar externamente la 

razonabilidad de una decisión discrecional: 
a) La notificación. 
b) La motivación. 
c) La publicación. 
d) La ejecutividad. 

 
28.- Las leyes de armonización pueden dictarse cuando: 

a) Lo solicite una comunidad autónoma. 
b) Exista interés general y así lo aprecien las Cortes Generales por mayoría absoluta de 

cada Cámara. 
c) El Gobierno lo acuerde por decreto. 
d) Lo exija el Tribunal Constitucional. 
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29.- Indique cuál es el órgano encargado de emitir dictamen con carácter preceptivo en 

los proyectos de Decretos Legislativos de la Comunidad de Madrid antes de su 
aprobación: 
a) El Pleno de la Asamblea de Madrid a través de sus comisiones permanentes. 
b) El Consejo de Estado, como órgano supremo consultivo del Gobierno de la Nación y de 

las Comunidades Autónomas. 
c) El Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sala de lo Contencioso-Administrativo). 
d) La Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid. 

 
30.- De acuerdo con el artículo 128 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indique a quién NO 
corresponde la potestad reglamentaria:   
a) Al Congreso de los Diputados y al Senado. 
b) A los órganos de los gobiernos locales. 
c) Al Gobierno de la Nación. 
d) A los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas. 

 
31.- En relación con la capacidad de las Administraciones Públicas, indique cuál de las 

siguientes afirmaciones es correcta conforme al régimen jurídico vigente: 
a) La Administración carece de capacidad jurídica, actuando únicamente a través de 

personas físicas. 
b) La capacidad de la Administración es ilimitada y no se somete al principio de 

competencia. 
c) La Administración tiene capacidad jurídica y de obrar, pero limitada por la competencia 

que le sea reconocida. 
d) La Administración solo tiene capacidad en el ámbito contractual. 

 
32.- Según lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, si alguna disposición atribuye la competencia a una 
Administración, sin especificar el órgano que debe ejercerla, se entenderá que la 
facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a: 
a) Los órganos inferiores competentes por razón de la materia y del territorio. 
b) Los órganos superiores competentes por razón de la materia y del territorio. 
c) No se puede atribuir la competencia a una Administración sin especificar el órgano que 

debe ejercerla. 
d) Los órganos inferiores o superiores competentes por razón de la materia y del territorio 

a elección de la Administración a la que se atribuye la competencia. 
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33.- Según lo establecido en el artículo 9 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, los órganos de las diferentes Administraciones Públicas 
podrán delegar el ejercicio de las competencias que tengan atribuidas en otros 
órganos: 
a) De la misma Administración, que sean jerárquicamente dependientes, o en los 

Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes de 
aquéllas. 

b) Solamente de la misma Administración y siempre en órganos jerárquicamente 
dependientes. 

c) De la misma Administración, aun cuando no sean jerárquicamente dependientes, o en 
los Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes de 
aquéllas. 

d) En órganos de otras Administraciones cuando la competencia sea compartida. 
 

34.- En relación con el deber de colaboración entre Administraciones Públicas 
establecido en el artículo 141 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, señale la respuesta correcta: 
a) La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la Administración 

solicitante. 
b) La negativa a prestar la asistencia no requiere ser comunicada motivadamente a la 

Administración solicitante. 
c) La asistencia y colaboración no podrá ser denegada en ningún caso. 
d) Se podrá denegar la asistencia, pero en ningún caso se podrá denegar la colaboración. 

 
35.- Según lo establecido en el artículo 151 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, las decisiones que adopte la Conferencia Sectorial 
podrán revestir la forma de: 
a) Directriz y dictamen. 
b) Acuerdo y recomendación. 
c) Acuerdo y desacuerdo. 
d) Directiva y reglamento. 

 
36.- Según lo establecido en el artículo 58 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, señale la respuesta correcta en relación a los Ministerios 
y su estructura: 
a) En todos los Ministerios existirán, en todo caso, Secretarías de Estado, y Secretarías 

Generales, para la gestión de un sector de actividad administrativa. 
b) En los Ministerios puede existir una Subsecretaría para la gestión de los servicios 

comunes. 
c) En los Ministerios puede existir una Subsecretaría para la gestión de un sector de 

actividad administrativa. 
d) En los Ministerios pueden existir Secretarías de Estado, y Secretarías Generales, para 

la gestión de un sector de actividad administrativa. 
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37.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 108.bis de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las entidades de derecho público, 
dotadas de personalidad jurídica pública, patrimonio propio y autonomía en su 
gestión, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son creadas por el 
Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas 
públicas que desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus 
competencias, se denominan:  
a) Entidades Públicas Empresariales. 
b) Organismos Autónomos. 
c) Consorcios. 
d) Agencias Estatales. 

 
38.- Según lo establecido en el artículo 39 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del 

Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, los Directores Generales 
serán nombrados mediante: 
a) Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero correspondiente, y 

preferentemente de entre funcionarios de carrera de cualquier Administración Pública 
que pertenezcan a Cuerpos, Escalas, clases o categorías para cuyo ingreso se exija 
título superior. 

b) Decreto del Presidente, a propuesta del Consejero correspondiente, y obligatoriamente 
de entre funcionarios de carrera de cualquier Administración Pública que pertenezcan a 
Cuerpos, Escalas, clases o categorías para cuyo ingreso se exija título superior. 

c) Decreto del Presidente, a propuesta del Consejo de Gobierno, y preferentemente de 
entre funcionarios de carrera de la Comunidad de Madrid. 

d) Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del Presidente, y obligatoriamente de 
entre funcionarios de carrera de la Comunidad de Madrid. 

 
39.- Según lo establecido en el artículo 6 de la Ley 19/1997, de 11 de julio, de Colegios 

Profesionales de la Comunidad de Madrid, señale la respuesta correcta: 
a) La creación de Colegios Profesionales en el ámbito territorial de la Comunidad de 

Madrid se hará mediante Orden del Consejo de Gobierno. 
b) No podrán crearse Colegios Profesionales de ámbito territorial inferior al de la 

Comunidad de Madrid. 
c) La creación de Colegios Profesionales en el ámbito territorial de la Comunidad de 

Madrid se hará mediante Orden de la Consejería de Presidencia de la Comunidad de 
Madrid. 

d) Podrán crearse Colegios Profesionales de ámbito territorial inferior al de la Comunidad 
de Madrid. 
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40.- De acuerdo con lo estipulado en el artículo 17 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cada 
Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos 
electrónicos que correspondan a procedimientos finalizados. Los medios o soportes 
en los que se almacenen documentos:  
a) Deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el Esquema 

Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, 
calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. 

b) Podrán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con las directrices señaladas por 
el Registro Electrónico General, que garanticen la integridad, autenticidad, 
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. 

c) Deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con las directrices señaladas 
por el Registro Electrónico General, que garanticen la integridad, autenticidad, 
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. 

d) Podrán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en el Esquema 
Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, 
calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. 

 
41.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto 48/2019, de 10 de junio, 

del Consejo de Gobierno, por el que se regula la actividad convencional de la 
Comunidad de Madrid, señale cuál de los siguientes documentos es obligatorio 
incorporar al expediente de cualquier convenio, salvo que se trate de una prórroga 
que no innove el convenio objeto de la misma: 
a) Informe de impacto ambiental. 
b) Informe del servicio jurídico correspondiente. 
c) Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid. 
d) Memoria de sostenibilidad. 

 
42.- El artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, en relación a la prescripción y caducidad, 
establece lo siguiente: 
a) La caducidad produce por sí sola la prescripción de las acciones. 
b) Los procedimientos caducados interrumpirán el plazo de prescripción. 
c) Contra la resolución que declare la caducidad no procederá la interposición de recurso 

alguno. 
d) En los casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 

haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y trámites cuyo 
contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad.  

 
43.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas indique qué 
sucede cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los 
interesados:  
a) No se tendrán en cuenta en el procedimiento. 
b) Se abrirá un periodo de prueba por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez. 
c) El procedimiento se archiva por falta de acuerdo. 
d) La Administración debe solicitar obligatoriamente un dictamen al Consejo de Estado. 
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44.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, indique 
qué sucede con las partes de un acto administrativo que son independientes de la 
parte declarada nula o anulable: 
a) Se anula el acto completo por el principio de unidad. 
b) La nulidad o anulabilidad de una parte no afectará la de las demás partes del acto que 

sean independientes de aquella, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que 
sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado. 

c) Se suspende la eficacia de todo el acto hasta que se dicte un nuevo acto. 
d) Solo se conservan si el interesado lo solicita expresamente. 

 
45.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 94 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, señale 
la afirmación correcta en relación al desestimiento y renuncia por los interesados: 
a) No se tendrán en cuenta en el procedimiento. 
b) Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general, la 

Administración podrá limitar los efectos del desestimiento o la renuncia al interesado y 
continuará con el procedimiento. 

c) El interesado pierde el derecho para siempre y no podrá volver a solicitarlo en ningún 
caso. 

d) El procedimiento continúa de oficio hasta que se dicte resolución sobre el fondo. 
 
46.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respetando 
siempre el principio de proporcionalidad, por alguno de los siguientes medios: 
a) Apremio sobre el patrimonio. 
b) Ejecución coercitiva. 
c) Restricción de derechos. 
d) Limitación de libertades. 

 
47.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el plazo 
establecido con carácter general para reclamar la responsabilidad patrimonial es de: 
a) Tres años desde el hecho causante o la manifestación de su efecto lesivo. 
b) Seis meses desde que cesó el daño. 
c) Un año desde el hecho o acto que motive la indemnización o la manifestación de su 

efecto lesivo. 
d) Cinco años, desde el hecho causante o la manifestación de su efecto lesivo. 
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48.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en el 
caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adoptar la tramitación 
simplificada del procedimiento cuando:  
a) El órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo 

previsto en la normativa reguladora existen elementos de juicio suficientes para calificar 
la infracción como leve. 

b) El órgano competente para resolver el procedimiento considere que, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa reguladora existen elementos de juicio suficientes para calificar 
la infracción como leve o grave. 

c) El órgano competente para resolver el procedimiento considere que, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa reguladora existen elementos de juicio suficientes para 
considerar que no concurre causa alguna para la existencia de infracción. 

d) El órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa reguladora resulta conveniente la agilización del procedimiento. 
 

49.- Según lo establecido en el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, señale qué se 
entiende por información pública: 
a) Los contenidos o documentos en formato electrónico que obren en poder de alguno de 

los sujetos incluidos en el artículo 2 de la propia Ley 19/2013, de 9 de diciembre y que 
hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 

b) Los contenidos o documentos en formato papel que obren en poder de alguno de los 
sujetos incluidos en el artículo 2 de la propia Ley 19/2013, de 9 de diciembre y que 
hayan sido elaborados en los últimos 5 años. 

c) Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el artículo 2 de la propia Ley 19/2013, de 9 
de diciembre y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 

d) Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el artículo 2 de la propia Ley 19/2013, de 9 
de diciembre y que hayan sido elaborados en los últimos 10 años.  
 

50.- En relación con las facultades de revisión de oficio previstas en el Capítulo I del Título 
V de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, éstas no podrán ser ejercidas: 
a) Siempre que haya transcurrido un plazo superior a cuatro años desde que el acto fue 

dictado. 
b) Únicamente cuando el acto haya sido confirmado por sentencia judicial firme. 
c) Cuando, por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido u otras circunstancias, 

el ejercicio de tales facultades resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho 
de los particulares o a las leyes. 

d) Solo cuando la revisión afecte a actos de contenido tributario cuya cuantía sea inferior 
a 3.000 euros. 
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51.- Señale si es posible interponer una reclamación económico-administrativa contra un 

acto de trámite dictado en un procedimiento de aplicación de los tributos por la 
Comunidad de Madrid: 
a) Sí, en todo caso, por el principio de tutela judicial efectiva. 
b) No, ya que solo son impugnables los actos definitivos que ponen fin al procedimiento. 
c) Sí, siempre que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto. 
d) Solo mediante la previa autorización del Tribunal Económico-Administrativo Regional 

(TEAR). 
 
52.- El Juez o Tribunal que, por su propia iniciativa o a instancia de parte, considere de 

su jurisdicción un asunto de que está conociendo un órgano administrativo, deberá, 
antes de requerirle de inhibición, solicitar el informe: 
a) Del Ministerio Fiscal, que habrá de evacuarlo en cinco días. 
b) Del Consejo de Estado, que habrá de evacuarlo en cinco días. 
c) Del Ministerio Fiscal, que habrá de evacuarlo en veinte días. 
d) Del Consejo de Estado, que habrá de evacuarlo en veinte días. 

  
53.- De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 105/2018, de 19 de junio, del Consejo 

de Gobierno, por el que se aprueba el Reglamento de la Abogacía General de la 
Comunidad de Madrid, los informes de los letrados de la Comunidad de Madrid: 
a) No son vinculantes, salvo que alguna norma así lo establezca. 
b) Son vinculantes en todo caso. 
c) Son vinculantes, salvo que alguna norma establezca lo contrario. 
d) Serán vinculantes cuando así lo determine el titular de la Abogacía General. 

 
54.- El artículo 77.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 

por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, 
establece que la clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como 
contratistas de servicios de los poderes adjudicadores, será exigible y surtirá efectos 
para la acreditación de su solvencia para contratar en los siguientes casos y 
términos: 
a) Para los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros. 
b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. 
c) Para los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 143.000 euros. 
d) Para los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 221.000 euros. 
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55.- Conforme al artículo 204.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, los contratos de las Administraciones Públicas podrán modificarse 
durante su vigencia, cuando en los pliegos de cláusulas administrativas particulares 
se hubiere advertido expresamente de esta posibilidad, y: 
a) La modificación del contrato implique una alteración en su cuantía que no exceda, 

aislada o conjuntamente con otras modificaciones acordadas, del 50 por ciento de su 
precio inicial, IVA excluido. 

b) Hasta un máximo del veinte por ciento del precio inicial. 
c) La necesidad de la modificación se derive de circunstancias que una Administración 

diligente no hubiera podido prever. 
d) La modificación no altere la naturaleza global del contrato. 

 
 

56.- De conformidad con el artículo 243.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en el contrato de obras, el plazo de garantía se 
establecerá en el pliego de cláusulas administrativas particulares atendiendo a la 
naturaleza y complejidad de la obra y no podrá ser inferior, salvo casos especiales, 
a: 
a) Un año. 
b) Cinco años. 
c) Diez años. 
d) Quince años. 

 
57.- El artículo 302.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 

por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, 
señala en relación con el contrato de suministro que, el pago del precio total de los 
bienes a suministrar podrá consistir parte en dinero y parte en la entrega de otros 
bienes de la misma clase, sin que, en ningún caso, el importe de estos pueda: 
a) Superar un porcentaje del 10 por cien del precio del contrato. 
b) La Ley de Contratos del Sector Público, no establece dicha posibilidad. 
c) Superar el 6 por ciento del precio de adjudicación del contrato de suministro. 
d) Superar el 50 por cien del precio total. 

  



  

TSAG - 15 

 
58.- Conforme al artículo 33.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, 
en los encargos de entidades pertenecientes al sector público que no tengan la 
consideración de poder adjudicador a medios propios personificados, las 
actividades del ente destinatario del encargo que se lleven a cabo en el ejercicio de 
los cometidos que le han sido confiados por la entidad que realiza el encargo y que 
lo controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo modo por la entidad 
que realiza el encargo, han de ser más del: 
a) 33 por ciento. 
b) 50 por ciento. 
c) 75 por ciento. 
d) 80 por ciento.  

 
59.- Conforme al artículo cincuenta y dos de la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre 

expropiación forzosa, cuando se haya declarado urgente la ocupación de los bienes 
afectados por la expropiación a que dé lugar la realización de una obra o finalidad 
determinada, se notificará a los interesados afectados, el día y hora en que ha de 
levantarse el acta previa a la ocupación, con una antelación mínima de: 
a) Ocho días. 
b) Diez días. 
c) Quince días. 
d) Cinco días. 

 
60.-  De conformidad con lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, se entiende por subvención: 
a) Toda disposición dineraria realizada por una Administración Pública, a favor de 

personas públicas o privadas, que cumpla con los requisitos establecidos en la citada 
Ley. 

b) Los premios que se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario. 
c) El crédito oficial. 
d) Las prestaciones no contributivas del Sistema de la Seguridad Social. 

 
61.- Según el artículo 34.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, la resolución de concesión de la subvención conllevará: 
a) La aprobación del gasto correspondiente. 
b) El compromiso del gasto correspondiente. 
c) La autorización del gasto correspondiente. 
d) El pago del gasto correspondiente. 
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62.- Conforme al artículo 15 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la 

Comunidad de Madrid, indique la sanción que podrá ser impuesta por la comisión de 
una falta muy grave: 
a) La prohibición, durante el plazo de dos a cuatro años, para celebrar contratos con la 

Administración de la Comunidad de Madrid o sus entes institucionales. 
b) La prohibición, durante el plazo de uno a dos años, para celebrar contratos con la 

Administración de la Comunidad de Madrid o sus entes institucionales. 
c) La prohibición, durante el plazo de seis meses a un año, para celebrar contratos con la 

Administración de la Comunidad de Madrid o sus entes institucionales. 
d) La prohibición, durante el plazo de tres a cinco años, para celebrar contratos con la 

Administración de la Comunidad de Madrid o sus entes institucionales. 
 

63.- Según el artículo 93.3 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, el plazo máximo de duración de las concesiones sobre 
bienes de dominio público, incluidas las prórrogas, salvo que se establezca otro 
menor en las normas especiales que sean de aplicación, no podrá exceder de: 
a) 25 años. 
b) 30 años. 
c) 50 años. 
d) 75 años. 

 
64.- Conforme al artículo 17 de la Ley 8/2023, de 30 de marzo, de Patrimonio Cultural de 

la Comunidad de Madrid, tendrán la consideración de bienes del patrimonio cultural 
inmaterial: 
a) Los aprovechamientos específicos de los paisajes naturales. 
b) Los sitios etnográficos. 
c) Los territorios históricos. 
d) Los conjuntos históricos. 

 
65.- Conforme a lo establecido en el artículo 33.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 

evaluación ambiental, el análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la 
formulación de la declaración de impacto ambiental se realizarán en el plazo de: 
a) Cuatro meses, contados desde la recepción completa del expediente de impacto 

ambiental. 
b) Doce meses, contados desde la recepción completa del expediente de impacto 

ambiental. 
c) Nueve meses, contados desde la recepción completa del expediente de impacto 

ambiental. 
d) Seis meses, contados desde la recepción completa del expediente de impacto 

ambiental. 
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66.- El artículo 14 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, indica que los montes 

del dominio público forestal son: 
a) Inalienables, imprescriptibles e inembargables y están sujetos a tributos que gravan su 

titularidad. 
b) Inalienables, imprescriptibles y embargables y no están sujetos a tributo alguno que 

grave su titularidad. 
c) Inalienables, imprescriptibles y embargables y están sujetos a tributos que gravan su 

titularidad. 
d) Inalienables, imprescriptibles e inembargables y no están sujetos a tributo alguno que 

grave su titularidad. 
 
67.-  El artículo 2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, 

indica que tendrá la consideración de establecimiento comercial: 
a) Toda instalación inmueble de venta al por menor en la que el empresario ejerce su 

actividad de forma permanente; o toda instalación móvil de venta al por menor en la que 
el empresario ejerce su actividad de forma habitual. 

b) Toda instalación inmueble de venta al por mayor en la que el empresario ejerce su 
actividad de forma permanente o temporal; o toda instalación móvil de venta al por 
mayor en la que el empresario ejerce su actividad de forma permanente. 

c) Toda instalación inmueble de venta al por menor en la que el empresario ejerce su 
actividad de forma habitual o temporal; o toda instalación móvil de venta al por menor 
en la que el empresario ejerce su actividad de forma permanente. 

d) Toda instalación inmueble de venta al por mayor en la que el empresario ejerce su 
actividad de forma habitual; o toda instalación de venta al por mayor en la que el 
empresario ejerce su actividad de forma habitual. 

 
68.- Conforme a lo establecido en el artículo 24 de la Ley de Ordenación del Turismo de 

la Comunidad de Madrid, a los efectos de esta Ley, se entiende por actividad turística 
de alojamiento la ejercida por las empresas que presten servicios de hospedaje al 
público mediante precio: 
a) De forma profesional y habitual, bien sea de modo permanente o temporal con o sin 

prestación de servicios complementarios.  
b) De forma profesional, habitual o excepcional, de modo permanente o temporal y sin que 

conlleve la prestación de servicios complementarios. 
c) Únicamente de forma profesional y de modo permanente. 
d) De forma profesional y habitual, bien sea de modo permanente o temporal que no 

incluya la prestación de servicios complementarios. 
 
69.- El artículo sesenta y dos de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, indica que para 

un mismo terreno no podrá otorgarse más que una sola concesión de explotación de 
recursos de: 
a) La Sección B). 
b) La Sección C). 
c) La Sección A). 
d) Las Secciones A) y B). 
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70.- El artículo 18 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 

Terrestres, indica que el precio de los transportes discrecionales de viajeros y 
mercancías y el de las actividades auxiliares y complementarias de transporte, será 
libremente fijado por: 
a) La empresa que presta el servicio. 
b) La Administración General del Estado. 
c) Las Comunidades Autónomas, en todo caso. 
d) Las partes contratantes. 

 
71.- Conforme a lo establecido en el artículo 2 de la Ley 3/1991, de 7 de marzo, de 

Carreteras de la Comunidad de Madrid, NO se consideran integrantes de la red viaria 
de la Comunidad de Madrid: 
a) Aquellas carreteras estatales que no cambien de titularidad, en aplicación de la 

normativa estatal vigente en materia de carreteras. 
b) Aquellas carreteras que sean construidas por la Comunidad de Madrid en el ámbito de 

su competencia. 
c) La red de la extinta Diputación Provincial de Madrid. 
d) La transferida por la Administración Central.  

 
72.- De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid, 

corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, previo informe de 
la Comisión de Urbanismo, la aprobación definitiva de:  
a) Todos los Planes Generales y de Sectorización y sus revisiones, así como la aprobación 

de las modificaciones que correspondan a municipios con población de derecho superior 
a 10.000 habitantes. 

b) Todos los Planes Generales y de Sectorización y sus revisiones, así como la aprobación 
de las modificaciones que correspondan a municipios con población de derecho superior 
a 15.000 habitantes. 

c) Todos los Planes Generales y de Sectorización y sus revisiones, así como la aprobación 
de las modificaciones que correspondan a municipios con población de derecho superior 
a 5.000 habitantes. 

d) Todos los Planes Generales y sus revisiones, así como la aprobación de las 
modificaciones que correspondan a municipios con población de derecho superior a 
1.000 habitantes. 

 
73.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 158 de la Ley del Suelo de la Comunidad 

de Madrid, los actos amparados en una declaración responsable urbanística deberán 
ejecutarse dentro de los siguientes plazos: 
a) Plazo de inicio de un mes y de finalización de un año desde su presentación. 
b) Plazo de inicio de un mes y de finalización de seis meses desde su presentación. 
c) Plazo de inicio de tres meses y de finalización de un año desde su presentación. 
d) Plazo de inicio de seis meses y de finalización de un año desde su presentación. 
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74.- De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid, tendrán 

la consideración de actos de parcelación rústica:   
a) Todos aquellos que se produzcan en suelo urbanizable sectorizado en que no se haya 

aprobado definitivamente el Plan de Sectorización. 
b) Todos aquellos que se produzcan en suelo urbanizable de protección o suelo 

urbanizable sectorizado en que no se haya aprobado definitivamente el Plan de 
Sectorización. 

c) Todos aquellos que se produzcan en suelo no urbanizable de protección o suelo 
urbanizable sectorizado en que se haya aprobado definitivamente el Plan de 
Sectorización. 

d) Todos aquellos que se produzcan en suelo no urbanizable de protección o suelo 
urbanizable no sectorizado en que no se haya aprobado definitivamente el Plan de 
Sectorización. 

 
75.- De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 6/2022, de 29 de junio, de Mercado Abierto, 

cuando la normativa de la Comunidad de Madrid exija más requisitos de acceso a la 
actividad que en otras Comunidades Autónomas, la autoridad madrileña competente 
deberá: 
a) Revisar los requisitos establecidos en dicha normativa a fin de, en caso de ser posible, 

suprimirlos. 
b) Iniciar la interlocución con la Administración correspondiente con la finalidad de 

coordinar la normativa de aplicación. 
c) Comunicar dicha situación a la Administración General del Estado. 
d) Promover la convocatoria de la Conferencia Sectorial del ámbito. 

 
76.- En relación con el concepto de devengo en materia tributaria, y conforme a lo 

establecido en el artículo 21 de la Ley General Tributaria, indique cuál de las 
siguientes afirmaciones es correcta: 
a) El devengo coincide necesariamente con el momento del pago del tributo. 
b) El devengo se produce en el momento en que se practica la liquidación administrativa. 
c) El devengo es el momento en que se entiende realizado el hecho imponible y en el que 

se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal. 
d) El devengo tiene lugar cuando se inicia el procedimiento de inspección. 
 

77.- Indique cuál de los siguientes impuestos es un impuesto directo:  

a) Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados. 
b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 
c) Impuesto sobre el Valor Añadido. 
d) Impuestos Especiales. 
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78.- Señale la respuesta correcta, en relación con la financiación de las Comunidades 

Autónomas, de acuerdo con la Constitución Española: 
a) Solo pueden financiarse mediante transferencias del Estado. 
b) Carecen de autonomía financiera. 
c) Pueden contar con tributos propios, cedidos y otros recursos. 
d) Solo pueden emitir deuda pública. 

 
79.- De acuerdo con lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 

Haciendas Locales, señale cuál es la naturaleza del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
(IBI): 
a) Impuesto estatal indirecto. 
b) Tributo autonómico. 
c) Tributo local directo de carácter real. 
d) Tasa municipal. 

 
80.- En relación con la extinción de las obligaciones económicas de la Hacienda Pública, 

indique qué establece la Ley General Presupuestaria respecto a la compensación: 
a) No es un medio de extinción de obligaciones. 
b) Solo se aplica en el ámbito privado. 
c) Es un medio de extinción de las deudas tributarias. 
d) Tiene carácter sancionador. 

 
81.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50 apartado 2 de la Ley 5/2025, de 23 de 

diciembre, de Hacienda de la Comunidad de Madrid, en la elaboración, aprobación y 
ejecución de los presupuestos de los sujetos del sector público autonómico, 
conforme a lo dispuesto en la normativa básica estatal y en la presente ley, se 
aplicarán los siguientes principios:  
a) Estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera, responsabilidad y transparencia. 
b) Estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera, coordinación normativa y 

publicidad. 
c) Estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera, responsabilidad y coordinación 

financiera. 
d) Estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera, transparencia y centralización. 

 
82.- El título III de La Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad de 

Madrid, se denomina:  
a) De la Intervención General de la Comunidad de Madrid, el control interno y la 

contabilidad pública. 
b) De las obligaciones de la Hacienda Pública. 
c) Del Régimen Presupuestario. 
d) Del endeudamiento y avales. 
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83.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, 

de Hacienda de la Comunidad de Madrid, corresponderá al titular de cada Consejería 
la autorización o el compromiso del gasto, en el siguiente caso:  
a) Cuando se trate de gastos del capítulo 1, de importe inferior a 500.000 euros. 
b) Cuando el gasto derive de las aportaciones a sujetos del sector público autonómico 

realizadas desde el capítulo 8, del estado de gastos. 
c) Cuando se trate de gastos del capítulo 2. 
d) Cuando se trate de gastos derivados de la adquisición de bienes muebles en todo caso. 

 
84.- De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la 

Comunidad de Madrid, cuando el órgano al que afecte el reparo no esté conforme con 
el mismo, podrá plantear a la Intervención General de la Comunidad de Madrid 
discrepancia motivada por escrito, y  se procederá de la siguiente forma: 
a) En los casos en que haya sido formulado el reparo por una intervención delegada, 

corresponderá a la Intervención General de la Comunidad conocer de la discrepancia, 
siendo su resolución voluntaria para aquélla. 

b) Cuando el reparo emane de la Intervención General o ésta haya confirmado el de una 
intervención delegada, subsistiendo la discrepancia, se solicitará informe a la Cámara 
de Cuentas. 

c) En los casos en que haya sido formulado el reparo por una intervención delegada, 
corresponderá a la Intervención General de la Comunidad conocer de la discrepancia, 
siendo su resolución obligatoria para aquélla. 

d) Cuando el reparo emane de la Intervención General o ésta haya confirmado el de una 
intervención delegada, subsistiendo la discrepancia, se solicitará informe a la Dirección 
General de Presupuestos. 

 
85.- De acuerdo con lo señalado en la Ley de la Cámara de Cuentas de la Comunidad de 

Madrid, la Cuenta General de la Comunidad de Madrid que forma la Intervención 
General se remitirá a la Cámara de Cuentas: 
a) Antes del día 31 de julio del año siguiente al que se refiera. 
b) Antes del día 30 de junio del año siguiente al que se refiera. 
c) Antes del día 31 de diciembre del año siguiente al que se refiera. 
d) Antes del día 31 de octubre del año siguiente al que se refiera. 

 
86.- Conforme el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, indique cuál 
es el plazo máximo para la ejecución de la Oferta de Empleo Público: 
a) El que fije la Ley de Presupuestos. 
b) Dos años improrrogables. 
c) En todo caso 4 años. 
d) Tres años improrrogables. 
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87.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 21 del Acuerdo de 11 de diciembre de 2024, 

del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Acuerdo de la Mesa Sectorial del 
Personal Funcionario de Administración y Servicios, sobre condiciones de trabajo 
del personal funcionario de administración y servicios de la Comunidad de Madrid 
(2025-2028), la designación de los miembros de los tribunales calificadores que 
resulte necesario nombrar se efectuará mediante sorteo notarial, de entre los 
candidatos que sean propuestos. La propuesta final resultante estará compuesta por: 
a) Cuatro candidatos para cada uno de sus miembros. 
b) Cinco candidatos para cada uno de sus miembros. 
c) Dos candidatos para cada uno de sus miembros. 
d) Tres candidatos para cada uno de sus miembros. 

 
88.- De conformidad con la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la 

Comunidad de Madrid, indique la respuesta correcta en relación con la situación 
administrativa de excedencia voluntaria: 
a) Supone el cese temporal en la relación de servicio. 
b) Determina la pérdida de la condición funcionarial. 
c) Es una situación asimilada al servicio activo. 
d) Durante un año se reserva un puesto en la misma Consejería. 

 
89.- De conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función 

Pública de la Comunidad de Madrid, sólo podrán proveerse por libre designación los 
puestos que figuren como tales en la relación correspondiente de puestos de trabajo. 
Será preceptiva, en todo caso, la convocatoria pública en el «Boletín Oficial de la 
Comunidad de Madrid», con indicación: 
a) De su denominación, nivel, localización y retribución, así como de los requisitos mínimos 

exigibles a los funcionarios que aspiren a desempeñarlos, concediéndose un plazo no 
inferior a quince días hábiles para la presentación de solicitudes. 

b) De su denominación, nivel y retribución, así como de los requisitos mínimos exigibles a 
los funcionarios que aspiren a desempeñarlos, concediéndose un plazo no inferior a 
diez días hábiles para la presentación de solicitudes. 

c) De su denominación, nivel, localización y retribución, así como de los requisitos mínimos 
exigibles a los funcionarios que aspiren a desempeñarlos, concediéndose un plazo no 
inferior a veinte días hábiles para la presentación de solicitudes. 

d) De su denominación, nivel y retribución, así como de los requisitos mínimos exigibles a 
los funcionarios que aspiren a desempeñarlos, concediéndose un plazo no inferior a 
treinta días hábiles para la presentación de solicitudes. 
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90.- De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 68/2025, de 3 de septiembre, del Consejo 

de Gobierno, por el que se regula la evaluación del desempeño y la carrera 
profesional horizontal del personal de administración y servicios de la 
Administración de la Comunidad de Madrid, los objetivos individuales se clasifican 
en: 
a) Objetivos de gestión y objetivos estratégicos de mejora de los servicios públicos. 
b) Objetivos cuantitativos y objetivos cualitativos. 
c) Objetivos de eficacia y objetivos de eficiencia en la gestión de los servicios públicos. 
d) Objetivos de gestión y objetivos de planificación. 

 
91.- De conformidad con la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la 

Comunidad de Madrid, indique cómo se computan los trienios cuando los tres años 
de servicios se han prestado en grupos distintos: 
a) Proporcionalmente en cada grupo. 
b) En el grupo de origen. 
c) Parcialmente en cada grupo. 
d) En el grupo superior. 

 
92.- De conformidad con lo dispuesto en el código ético de los altos cargos de la 

Administración de la Comunidad de Madrid y de sus entes adscritos, la actuación de 
los altos cargos debe estar presidida por los siguientes valores: 
a) Objetividad, Transparencia, Ejemplaridad y Austeridad. 
b) Independencia, Publicidad, Objetividad y Eficiencia. 
c) Independencia, Ejemplaridad, Publicidad y Eficacia. 
d) Objetividad, Publicidad, Eficiencia, y Eficacia. 

 
93.- Conforme a lo dispuesto en la Resolución de 21 de diciembre de 2023, de la Dirección 

General de Función Pública, el plazo máximo para finalizar un itinerario formativo 
será de:  
a) Cinco años, a contar desde la anualidad en la que se hubiera realizado la primera acción 

formativa que lo componga. 
b) Cuatro años, a contar desde la anualidad en la que se hubiera realizado la primera 

acción formativa que lo componga. 
c) Tres años, a contar desde la anualidad en la que se hubiera realizado la primera acción 

formativa que lo componga. 
d) Seis años, a contar desde la anualidad en la que se hubiera realizado la primera acción 

formativa que lo componga. 
 

94.- Según el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, indique qué se requiere 
para la validez del pacto de periodo de prueba: 
a) Que sea obligatorio. 
b) Que se pacte por escrito. 
c) Que tenga una duración mínima legal. 
d) Que se establezca verbalmente. 
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95.- Según el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, para que el trabajador 
pueda acceder a la jubilación parcial antes de alcanzar la edad ordinaria de jubilación, 
en los términos establecidos en la normativa de aplicación, la empresa deberá 
concertar simultáneamente: 
a) Contrato fijo-discontinuo. 
b) Contrato de sustitución. 
c) Contrato de relevo indefinido y a tiempo completo. 
d) Contrato eventual. 

 
96.- Según el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, indique qué calificación 
tiene el despido cuando no se acreditan los incumplimientos alegados por el 
empresario: 
a) Nulo. 
b) Procedente. 
c) Inexistente. 
d) Improcedente. 

 
97.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del vigente Convenio Colectivo Único para 

el Personal Laboral al Servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid, el 
sistema de clasificación se estructura en: 
a) Grupos profesionales, áreas de actividad, categorías profesionales y en su caso, 

especialidades. 
b) Categorías profesionales y niveles. 
c) Puestos y funciones. 
d) Escalas y subescalas. 

 
98.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 203 del vigente Convenio Colectivo 

Único para el Personal Laboral al Servicio de la Administración de la Comunidad de 
Madrid, indique cuál de las siguientes causas extingue la responsabilidad 
disciplinaria: 
a) La imposición de la sanción. 
b) La caducidad del procedimiento. 
c) La prescripción de la falta o sanción. 
d) La pérdida de la condición de personal laboral. 

 
99.- Según el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, el número de miembros 
que componen un comité de empresa, en una empresa que tiene entre doscientos 
cincuenta y uno y quinientos trabajadores, es de: 
a) Veintiuno. 
b) Diecisiete. 
c) Trece. 
d) Nueve. 

  



  

TSAG - 25 

 
100.- Según el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, la base de cotización 
para la contingencia de desempleo, en todos los regímenes de la Seguridad Social 
que tengan cubierta la misma, será la correspondiente a: 
a) Las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 
b) Las contingencias comunes. 
c) La base de cotización mínima. 
d) El salario base exclusivamente. 

 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 

 
101.- De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 5/2016, de 19 de enero, por el que 

se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Comisión Jurídica 
Asesora de la Comunidad de Madrid, son vocales electivos:  
a) Los nombrados por Decreto del Consejo de Gobierno, en número no superior a cinco, a 

propuesta del titular de la consejería en cuya estructura se integra la Abogacía General 
de la Comunidad de Madrid, entre personas de reconocida competencia y prestigio 
técnico en el ámbito público o privado. 

b) Los nombrados por Orden del titular de la consejería en cuya estructura se integra la 
Abogacía General de la Comunidad de Madrid, en número no superior a tres, entre 
personas de reconocida competencia y prestigio técnico en el ámbito público. 

c) Los nombrados por Decreto del Consejo de Gobierno, en número no superior a tres, a 
propuesta del titular de la consejería en cuya estructura se integra la Abogacía General 
de la Comunidad de Madrid, entre personas de reconocida competencia y prestigio 
técnico en el ámbito público. 

d) Los nombrados por Orden del titular de la consejería en cuya estructura se integra la 
Abogacía General de la Comunidad de Madrid en número no superior a cuatro, a 
propuesta del titular de la consejería en cuya estructura se integra la Abogacía General 
de la Comunidad de Madrid, entre personas de reconocida competencia y prestigio 
técnico en el ámbito público o privado. 

 
102.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 48/2019, de 10 de 

junio, del Consejo de Gobierno, por el que se regula la actividad convencional de la 
Comunidad de Madrid, los órganos, organismos, entidades y demás entes que 
suscriban convenios y protocolos deberán remitirlos a la secretaría general técnica 
de la consejería de la que formen parte o estén adscritos en el plazo de: 
a)  5 días hábiles desde el día siguiente al de su firma. 
b) 10 días hábiles desde el día siguiente al de su firma. 
c) 15 días hábiles desde el día siguiente al de su firma. 
d) 30 días hábiles desde el día siguiente al de su firma. 
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103.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 apartado 1 del Decreto 105/2018, 

de 19 de junio, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Reglamento de la 
Abogacía General de la Comunidad de Madrid, cuando para resolver los expedientes 
que se tramiten con intervención de los interesados sea preceptivo o facultativo el 
informe de la Abogacía General, dicho informe se solicitará, salvo norma expresa que 
disponga otra cosa: 
a) Con carácter previo a la audiencia de aquellos. 
b) Una vez evacuada la audiencia de aquéllos y formulado el borrador de propuesta de 

resolución. 
c) Con carácter previo a la elaboración del borrador de la propuesta de resolución y una 

vez remitido el informe de la Secretaria General Técnica. 
d) Una vez evacuada la audiencia de aquéllos y con carácter previo a la elaboración del 

borrador de la propuesta de resolución. 
 

104.- Conforme al artículo 168 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014,  los órganos de contratación podrán adjudicar contratos utilizando 
el procedimiento negociado sin la previa publicación de un anuncio de licitación, en 
los contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y concesión de 
servicios, en el siguiente caso: 
a) Cuando el contrato haya sido declarado secreto o reservado, o cuando su ejecución 

deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación 
vigente. 

b) Cuando se trata de servicios intelectuales de especial complejidad, como es el caso de 
algunos servicios de consultoría, de arquitectura o de ingeniería. 

c) Cuando la prestación objeto del contrato incluya un proyecto o soluciones innovadoras. 
d) Cuando tienen como finalidad el desarrollo de productos, servicios u obras innovadores 

y la compra ulterior de los suministros, servicios u obras resultantes, siempre que 
correspondan a los niveles de rendimiento y a los costes máximos acordados entre los 
órganos de contratación y los participantes. 
 

105.- Según lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
el incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una 
situación de incompatibilidad, se constituye como una falta disciplinaria: 
a) Leve. 
b) Grave. 
c) Muy grave. 
d) No constituye falta disciplinaria. 


